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PUEBLOS y COMUNIDADES INDíGENAS. EN SU 
DERECHO A SER CONSULTADOS, EL ESTÁNDAR DE 
IMPACTO SIGNIFICATIVO CONSTITUYE ELEMENTO 
ESENCIAL PARA QUE PROCEDA. El derecho de consulta a 
los pueblos y comunidades indígenas es una prerrogativa 
fundamental reconocida en el artículo 20. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y en el Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la 
Organización Internacional del Trabajo, cuya protección puede exigir 
cualquier integrante de la comunidad o pueblo indígena, con 
independencia de que se trate o no de un representante legítimo 
nombrado por éstos. En ese sentido, constituye una prerrogativa 
necesaria para salvaguardar la libre determinación de las 
comunidades, así como los derechos culturales y patrimoniales 
-ancestrales- que la Constitución y los tratados internacionales les 
reconocen. No obstante, lo anterior no significa que deban llevarse a 
cabo consultas siempre que grupos indígenas se vean involucrados 
en alguna decisión estatal, sino sólo en aquellos casos en que la 
actividad del Estado pueda causar impactos significativos en su vida 
o entorno. Así, se ha identificado -de forma enunciativa mas no 
limitativa- una serie de situaciones genéricas consideradas de 
impacto significativo para los grupos indígenas como: 1) la pérdida 
de territorios y tierra tradicional; 2) el desalojo de sus tierras; 3) el 
posible reasentamiento; 4) el agotamiento de recursos necesarios 
para la subsistencia física y cultural; 5) la destrucción y 
contaminación del ambiente tradicional; 6) la desorganización social 
y comunitaria; y 7) los impactos negativos sanitarios y nutricionales, 
entre otros. Por tanto, las autoridades deben atender al caso 
concreto y analizar si el acto impugnado puede impactar 
significativamente en las condiciones de vida y entorno de los 
pueblos indígenas. 

Amparo en revisión 499/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de 
noviembre de 2015. Cinco votós de los Ministros Eduardo Medina Mora l., Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y 
reservaron criterio respecto al impacto significativo Margarita Beatriz Luna 
Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora 1. Secretarios: Laura García Velasco, María Antonieta del Carmen Torpey 
Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosía. 
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LICENCIADO MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACiÓN, C E R T I F I C A: Que en términos de lo dispuesto por el punto 
octavo del Acuerdo General 1/2007 de trece de junio de dos mil siete, emitido 



por la Segunda Sala, modificado el uno de septiembre de dos mil diez; y 78, 
fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, el rubro y texto de la anterior tesis fueron aprobados en sesión privada 
del ocho de junio de dos mil dieciséis.- México, Distrito Federal, a ocho de junio 
de dos mil dieciséis.- Doy fe. 
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